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jurídica a la declaración de nulidad, de
acuerdo con el principio de la obligatoriedad
de la doble sentencia conforme.
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1. Noción y desarrollo histórico
El término aperitio oris se ha consolidado en
la praxis para indicar el mandato con el cual
el Romano Pontífice confiere a un juez el po-
der de examinar los actos, aunque provengan
de otros sujetos, que han sido confirmados
con pleno conocimiento por el Sucesor de
Pedro. Esta figura se une, por lo tanto, al prin-
cipio, inherente a la posición primacial del
Papa, según el cual los actos que son expre-
sión de la suprema autoridad no pueden ser
objeto de juicio por parte de ningún órgano
inferior, a menos que el mismo vicario de
Cristo permita que se revisen. Mientras en el
caso de actos emitidos personalmente por el
Romano Pontífice, la posibilidad de un nuevo
examen asume tradicionalmente la forma de
la supplicatio, con la que se pide de forma gra-
ciosa al Papa que reconsidere su decisión, en
el caso de los actos confirmados en forma es-
pecífica se remueve el obstáculo para el exa-
men del juez inferior mediante la concesión
preliminar de la aperitio oris.
A diferencia de la confirmatio pontificis in
forma communi, la confirmación in forma spe-
ciali seu ex certa scientia se hace después de una
previa causae cognitio, es decir con un conoci-
miento completo de las circunstancias de he-
cho y de derecho que atañen al objeto del acto
y con una reiterada ponderación de los moti-
vos que justifican su emisión. Este estudio au-
tónomo de la cuestión hace que el documento
adquiera un nuevo valor, en cuanto que el Ro-
mano Pontífice lo hace propio y queda así in-
cluido entre los actos provenientes directa-
mente del Sucesor de Pedro. La confirmación
por parte del titular de la plenitudo potestatis
comporta además la posibilidad de que sean
sanados eventuales vicios de nulidad del do-
cumento originario, si el Pontífice, mante-
niendo firme el acto, a pesar de sus elementos
de contraste con el ordenamiento jurídico, ha
pretendido derogar la observancia de las dis-
posiciones del derecho. Por esto la confirmatio
in forma speciali se equipara a una sanatio o a
una dispensatio sucesiva, dado que exonera del
cumplimiento de las normas que habrían de-
terminado la nulidad del acto. Se excluyen de
la convalidación sucesiva los vicios que el
Papa no tiene la autoridad de sanar (como la
oposición a una disposición de derecho di-
vino), o bien los defectos que habitualmente
no suple, a menos que no conste una especí-
fica voluntad (como en la hipótesis de perjui-
cio a los derechos adquiridos por terceros).
Como consecuencia de su transformación
en actos personales del Romano Pontífice, los
documentos confirmados en forma específica
se someten al principio de la imposibilidad de
juzgar a la Sede Suprema. La extensión de la
confirmación primacial se encuentra estable-
cida en dos decretales de Alejandro III, en las
que se afirma que el juez no puede fiscalizar
las cuestiones objeto de confirmatio pontificis
«nisi novum apostolicae sedis procedat mandatum,
aut certum sit, quod ipsae confirmationes sint per
falsi suggestionem elicitae» (X 2.30.2 De confir-
mationibus. El otro lugar es la decretal Si quis
en X 2.30.1). Precisamente, el mandatum Sedis
apostolicae es llamado en la práctica facultas
aperitionis oris o, con más propiedad, facultas
aperiendi mentem pontificis en orden al valor del
auto confirmado y a la voluntad del Papa en
aprobarlo.
El Código pío-benedictino no regulaba con-
cretamente la aperitio oris, pero se refería a ella,
de manera incidental, en el Libro IV De proces-
sibus, Capítulo III del Título V, relativo a las
acciones de nulidad, al exigir el mandatum Se-
dis apostolicae como presupuesto necesario
para juzgar la validez de los actos confirma-
dos por el Romano Pontífice (c. 1683 CIC
1917). A diferencia de los proyectos preparato-
rios en el canon no aparecía la denominación
tradicional de facultas aperitionis oris. Además
la figura, siguiendo el ius vetus, no se limitaba
solamente a los acta iudicialia, sino que se ex-
tendía a cualquier actus vel instrumentum, a los
que se hubiese añadido la aprobación pontifi-
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cia. El texto, por otro lado, no precisaba si de-
bía tratarse de confirmatio in forma speciali o si
bastaba una in forma communi. Aunque algu-
nos autores (entre ellos FEDELE 862) sostuvie-
ron que también la confirmación genérica te-
nía el efecto de hacer el acto inimpugnable, la
mayoría de la doctrina concordaba con la opi-
nio communis de la época clásica y reconducía
esta consecuencia solamente a la confirmación
específica. En tal sentido parecía orientarse
también la voluntad del legislador, como se
podía deducir del examen de los trabajos pre-
paratorios del Código, donde, después de va-
rias redacciones del canon en las que se hacía
referencia a ambas la modalidades de con-
firmación, en el schema G la fórmula se modi-
ficó y se contemplaba exclusivamente la con-
firmatio in forma speciali, si bien esta
puntualización fue después eliminada del
texto definitivo (OESTERLE 30). Por lo demás,
también la jurisprudencia consideraba, que el
mandato era necesario para la confirmación
específica, no para la común (Rota Romana,
decisio Tranen. c.PARRILLO, 30.I.1923, en SRRD
15 [1923] 19).
De todas formas, en el c. 1683 del Código
precedente ya no aparecía la otra posibilidad,
incluida en el ius decretalium, de impugnar los
actos confirmados por el Papa, incluso en au-
sencia de un mandato, cuando constase con
certeza que la confirmación «per falsi suggestio-
nem fuisse elicitam» (REIFFENSTUEL, II, XXX,
n. 22). Aunque durante la redacción del Có-
digo pío-benedictino se hizo la propuesta de
incluir esta posibilidad, el hecho de que no se
incluyera en la normativa vigente hacía que,
también en la hipótesis de rescriptos de con-
firmación con vicio de obrepción o subrep-
ción, fuese necesario siempre el mandato
apostólico.
El Código de 1983, al igual que el prece-
dente, no regula la aperitio oris, pero la men-
ciona de manera incidental en un único canon
(c. 1405 § 2), no incluido, por lo demás, en el
ámbito de las acciones de nulidad, sino colo-
cado en el contexto más general de la compe-
tencia de los tribunales (Título I de la Parte I
del Libro VII), después de haber recordado el
principio de que nadie puede juzgar a la Pri-
mera Sede (c. 1404) ni las causas reservadas al
Romano Pontífice (c. 1405 § 1). La redacción
del nuevo texto, además, pone fin a la prece-
dente incertidumbre sobre la clase de confir-
mación que hace necesario el mandato ponti-
ficio, en cuanto precisa que el obstáculo al
control de los jueces deriva únicamente «de
actu vel instrumento a Romano Pontifice in forma
specifica confirmato» (c. 1405 § 2).
2. Régimen jurídico
La aperitio oris constituye un remedio ex-
traordinario de competencia de la autoridad
suprema, por el poder que ésta tiene de corre-
gir las injusticias sustanciales incluso praeter
vel contra ius commune. A diferencia de los re-
cursos o apelaciones ordinarias, que se fundan
en el derecho de los interesados de hacer valer
los medios contenciosos previstos por el orde-
namiento para defenderse contra un acto per-
judicial, las impugnaciones extraordinarias no
conceden un derecho al juicio, pues están su-
bordinadas a una previa valoración discrecio-
nal acerca del fundamento de la solicitud y de
la oportunidad de admitir que la cuestión sea
reconsiderada. Por lo que concierne a la aperi-
tio oris, ésta se refiere a actos que quedan ex-
cluidos del control de cualquier juez diferente
del Romano Pontífice, incluso de los tribuna-
les de la Sede Apostólica. Únicamente com-
pete al Sucesor de Pedro, con decisión libre y
no impugnable, conceder o refutar la posibili-
dad de revisar el acto.
En la normativa vigente no existe una regu-
lación concreta de los presupuestos y de las
modalidades del procedimiento dirigido a la
concesión y el desarrollo de la aperitio oris. En
consecuencia, la reglamentación del instituto
se deja casi integralmente a los usos consoli-
dados en la praxis seguida habitualmente por
la Sede Apostólica.
a) Presupuestos
En primer lugar, el objeto material del re-
curso es un acto aprobado por el Romano
Pontífice en forma específica. La confirmación
puede referirse a actos de diferente natura-
leza: tanto a estipulaciones de particulares, bi-
laterales o unilaterales, como a actos emitidos
en el ejercicio de funciones públicas de go-
bierno (sentencias judiciales o actos adminis-
trativos). La confirmatio, de todas maneras,
debe añadirse sucesivamente, cuando el acto
es ya en sí perfecto, con una intervención per-
sonal del Romano Pontífice. Al tratarse de un
procedimiento extraordinario, este tipo de
aprobación no puede ser presunta, sino que
debe constar expresamente a partir del texto
del documento. En caso de duda sobre la na-
turaleza de la concesión, se debe considerar
que la confirmatio ha sido dada in forma
communi.
Considerada la libertad de formas con la
que se redactan los documentos pontificios y
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la dificultad, en ocasiones, de determinar su
exacta proveniencia, se puede decir que sub-
siste el problema de establecer con certeza
cuáles son los actos para los que es necesario
pedir la aperitio oris. En el ius vetus se habían
determinado algunos criterios para deducir el
carácter concreto de la aprobación pontificia,
sobre todo en base a las fórmulas usadas en
el acto de confirmación (ex certa scientia, motu
proprio, ex plenitudine potestatis u otras equiva-
lentes). Concretamente, en lo referente a los
documentos de la Sede apostólica, en el pa-
sado, para indicar los rescriptos y las cartas
apostólicas aprobadas por el Papa y substraí-
das al control de los jueces, se solían poner
algunas cláusulas llamadas perjudiciales (de-
cretum irritans y sublata ). El actual Reglamento
general de la curia romana regula por primera
vez la concesión de la aprobación pontificia
para los actos administrativos de los dicaste-
rios, estableciendo que debe constar explícita-
mente «que el Sumo Pontífice "in forma speci-
fica approbavit"» (art. 126 § 4).
En apoyo de la solicitud de aperitio oris, la
petitio de los interesados debe señalar, indi-
cando las correspondientes pruebas, ya sea la
existencia de un motivo de injusticia formal o
sustancial del auto confirmado, ya sea el he-
cho de haber sufrido un grave perjuicio.
b) Procedimiento
No existen reglas generales sobre el modo
de proceder para el examen y la concesión de
la aperitio oris. El único principio cierto es que
la petitio debe dirigirse personalmente al Pon-
tífice. El mandato es concedido o denegado
después de una sumaria cognitio boni iuris del
suplicante, que puede realizar directamente el
Sucesor de Pedro, o bien, como ocurre nor-
malmente, ser encargada a un organismo vica-
rio de la curia romana.
En el pasado, el Papa respondía a las instan-
cias por medio del Auditor sanctissimi domini
papae, que era su asesor personal en materia
judicial, o bien encargaba, por medio del
mismo, la valoración de la cuestión a la Signa-
tura gratiae, competente para dispensar las
gracias extraordinarias no previstas por el de-
recho común. De todas formas, el examen de
la petitio podía ser confiado también a la Rota
o a una congregación. Con la progresiva deca-
dencia de la Signatura gratiae, esta competen-
cia fue encargada cada vez más frecuente-
mente a la Congregación del Concilio, tanto
que, a partir del siglo XVIII, fue este orga-
nismo el que se ocupó de manera exclusiva.
Según la praxis de esta congregación, si se
acordaba la gracia del nuevo examen, no se
reenviaba a otro tribunal para el juicio sobre
el mérito de la causa, sino que se ocupaba el
mismo dicasterio pontificio.
La Const. ap. Sapienti consilio de 1908 no
precisaba cuál era el organismo de la Sede
Apostólica que debía tratar de las cuestiones
de aperitio oris por cuenta del Romano Pontí-
fice. Sin embargo, la normativa de S. Pío X
había restaurado la dignidad y la autoridad
de la Signatura Apostólica, y el papa Bene-
dicto XV, con el documento Attentis expositis
del 28.VI.1915, atribuyó también a este Tribu-
nal Supremo la competencia de examinar las
instancias dirigidas personalmente al Romano
Pontífice en orden a la administración de la
justicia y, sobre todo, en relación con la conce-
sión a la Rota, a una congregación o a la
misma Signatura del poder para tratar una
causa. En este género de cuestiones entran
ciertamente las petitiones de aperitio oris, que
se confiaban al estudio de la Signatura Apos-
tólica por medio de su secretario, el cual, en
virtud del mismo quirógrafo, revestía también
el cargo de Auditor sanctissimi (AMANIEU
639; OESTERLE 39).
En las sucesivas reformas de la curia ro-
mana llevadas a cabo por Pablo VI y por Juan
Pablo II quedó abolido el cargo de Auditor
sanctissimi (con el motu proprio Pontificalis do-
mus del 28 de marzo de 1968), y fue la Secreta-
ría de Estado la que asumió un papel prepon-
derante en la estructura organizativa de la
Sede Apostólica, como instrumento de colabo-
ración directa con el Romano Pontífice en el
cumplimento de su misión universal (art. 19 §
1 Regimini ecclesiae universae; art. 39 PB). Aten-
dida la competencia general de la primera sec-
ción de la Secretaría de Estado para ayudar al
Sucesor de Pedro en las atribuciones persona-
les del gobierno, que se extiende también al
examen de los asuntos que quedan fuera de
la competencia ordinaria de los dicasterios y
de los otros organismo de la curia romana (art.
41 § 1 PB), a este organismo se le confía tam-
bién la valoración previa de los recursos ex-
traordinarios al Romano Pontífice. Igual-
mente, la actual normativa continúa
reconociendo a la Signatura Apostólica, y en
especial a su Sectio altera, de más reciente crea-
ción, la capacidad de conocer «de [...] las con-
troversias administrativas que le hayan sido
remitidas por el Romano Pontífice o por los
dicasterios de la curia romana» (c. 1445 § 2
CIC; art. 123 § 3 PB). Queda así confirmada
positivamente la facultad del Romano Pontí-
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fice, por medio de la Secretaría de Estado, de
encomendar el tratamiento de la aperitio oris a
la segunda sección del Supremo Tribunal.
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ILARIA ZUANAZZI
APLICACIÓN DE LA PENA
Vid. también: DECLARACIÓN DE PENAS; ORDINARIO;
PENA CANÓNICA; PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO PENAL;
PROCESO PENAL; SUSPENSIÓN DE LA PENA
SUMARIO: 1. La función de la aplicación de la
pena. 2. El procedimiento penal. 3. La elección de
la pena y su notificación.
1. La función de la aplicación de la pena
La noción de aplicación (applicatio) de la
pena constituye el corazón del aspecto diná-
mico del sistema penal, ya que transfiere del
plan lógico formal al plan efectivo la relación
que existe entre el sujeto, al cual se puede
imputar un comportamiento delictivo, y la
sanción penal establecida para ese comporta-
miento (o bien las sanciones previstas en los
cc. 1318-1319 del CIC de 1983, o para las cir-
cunstancias del c. 1399).
Solo en la Iglesia latina, si bien limitándose
a algunos tipos de pena (cc. 1331-1334 y 1336
§ 2) y cuando no se dan circunstancias ate-
nuantes (c. 1324), la aplicación puede produ-
cirse como consecuencia inmediata de la co-
misión del delito por la eficacia de la ley o del
precepto que expresamente lo prevén (cf en el
c. 1314 la previsión de las penas latae senten-
tiae). En este supuesto, se puede promover la
declaración de la pena, que no es propiamente
ejecutiva, sino que tiene como fin hacer que el
delito y la pena, ya aplicada, sean conocidos
por la comunidad cristiana, pero implica, sin
embargo, la extensión de los efectos públicos
de la pena (cc. 1331 § 2; 1332; 1333 §§ 2 y 3,
3º; 1335; 1352 § 2).
En su forma ordinaria la aplicación de la
pena implica, por tanto, un procedimiento
promovido por la autoridad eclesiástica, que
consta de diversos momentos. Este procedi-
miento debe regirse por normas ciertas y ade-
cuadas para proteger al acusado frente a posi-
bles arbitrariedades y asegurarle un ejercicio
eficaz del derecho a la defensa, si bien el orde-
namiento canónico consiente de modo especí-
fico un adecuado espacio de discrecionalidad
a los pastores (o a quien actúa en su nombre),
con el fin de garantizar que el acto de aplica-
ción de la pena esté presidido por la atención
al bien de la persona y al bien de la Iglesia.
2. El procedimiento penal
Un elemento típico del ordenamiento canó-
nico es que la decisión de promover o no un
procedimiento penal carece de todo automa-
tismo y de querella de parte (no existe ningún
«derecho» de exigir que se inicie un procedi-
miento penal), y está reservada, en cambio, a
la decisión del ordinario: es decir, el Papa, el
obispo diocesano (y quien se le equipara: c.
368), el vicario general y los vicarios episcopa-
les, los superiores mayores de institutos reli-
giosos clericales de derecho pontificio y de so-
ciedades de vida apostólica clericales de
derecho pontificio, el ordinario militar y el or-
dinario de una prelatura personal (cc. 134, 295
y 569). La competencia queda determinada
por los principios generales del ordenamiento
canónico, atendiendo a las peculiares caracte-
rísticas del fuero del juicio (cc. 1408-1416).
Por tanto, no se puede aplicar ninguna pena
hasta que el ordinario tenga conocimiento del
hecho delictivo y de la identidad del presunto
culpable. Esto puede darse, de modo directo,
mediante la tarea de vigilancia que el ordina-
rio está llamado a desempeñar, o de modo in-
directo, mediante informaciones recibidas por
diversas fuentes, incluida la denuncia formal
(que es, a su vez, una actitud delictiva en el
supuesto de que sea falsa, calumniosa o dañe
de cualquier manera la fama de otros: c. 1390),
denuncia que, en ocasiones, puede convertirse
en un deber moral por parte de los fieles.
Si la noticia recibida es al menos verosímil,
el ordinario tiene dos opciones: emprender
formalmente, mediante decreto, la investiga-
ción prevista por los cc. 1717-1719 del CIC
